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28. Ahora, lo expuesto se limita a aquellos requisitos que son objetivamente necesarios para 
la admisión y permanencia. Es decir, la institución encargada debe analizar y diferenciar 
entre aquellos requisitos objetivamente necesarios y entre aquellos que pueden ser 
subsanados por aquella. 

29. Así, la Constitución reconoce como derecho fundamental el acceso a la educación !9. Es 
decir, el Estado tiene la obligación de garantizar que esta no sea interrumpida bajo 
criterios irracionales y arbitrarios y, al contrario, debe asegurar condiciones óptimas que 
afiancen la continuación de los estudios en cualquier nivel. 

30. En la Observación General No. 13, respecto del artículo 13 del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (CDESC) estableció que la educación en todas sus formas y en 
todos los niveles debe mantener cuatro características interrelacionadas: i) 
disponibilidad; ii) accesibilidad; iii) aceptabilidad; y, iv) adaptabilidad20. Estas 
características, que han sido reconocidas por la jurisprudencia de esta Corte21, deben ser 
analizadas según el caso de que se trate, pues no todas son relevantes en el análisis de 
todos los casos. 

Disponibilidad 

31. De acuerdo con el CDESC la disponibilidad se refiere a lo siguiente: 

a. Disponibilidad. Debe haber instituciones y programas de enseñanza en cantidad 
suficiente en el ámbito del Estado Parte. Las condiciones para que funcionen dependen 
de numerosos factores, entre otros, en el contexto de desarrollo en el que actúan; por 
ejemplo, las instituciones y los programas probablemente necesiten edificios u otra 
protección contra los elementos, instalaciones sanitarias para ambos sexos, agua potable, 
docentes calificados con salarios competitivos, materiales de enseñanza, etc.; algunos 
necesitarán además bibliotecas. servicios de informática, tecnologia de la información. 
etc. 

32. En el presente caso, no se identifican problemas de disponibilidad, relativos a la 
existencia de infraestructura pertinente para el programa de educación básica de niños, 
niñas y adolescentes, ni a la disponibilidad de docentes competentes, así como de 
herramientas necesarias para el desarrollo del proceso de enseñanza, pues, tanto la 
Defensoría Pública como el Ministerio de Educación han afirmado que la niña G.N.A.R 
tenía la posibilidad de asistir a la Escuela de Educación Básica Alejandro R. Mera, 
institución en la que finalmente fue inscrita. Por tanto, en el presente caso, el aspecto de 
disponibilidad no es relevante. 

19  Constitución de la República del Ecuador, art. 28. 
Ibíd., párr. 6. 

21  Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 1894-10-3P/20, párr. 62 
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Aceptabilidad 

33. En relación con este elemento, el CDESC ha manifestado: 

c. Aceptabilidad. La forma y el fondo de la educación, comprendidos los programas de 
estudio y los métodos pedagógicos, han de ser aceptables (por ejemplo, pertinentes, 
adecuados culturalmente y de buena calidad) para los estudiantes y, cuando proceda, los 
padres; este punto está supeditado a los objetivos de la educación mencionados en el 
párrafo 1 del artículo 13 y a las normas mínimas que el Estado apruebe en materia de 
enseñanza (véanse los párrafos 3 y 4 del artículo 13). 

34. El concepto de aceptabilidad hace referencia a un momento posterior al que este caso 
alude, es decir, tiene relación con la enseñanza impartida una vez que los estudiantes 
han accedido a la institución educativa, mismos que deben ser apropiados y pertinentes 
no solo para los estudiantes en circunstancias comunes, sino también para los 
pertenecientes a minorías. Por tanto, si bien este elemento reconoce la necesidad de que 
la enseñanza se imparta atendiendo a las necesidades de las minorías, en el caso 
concreto, nos encontramos en un momento previo a dicha impartición, referido a los 
obstáculos que enfrentó la niña G.N.A.R para acceder a las aulas de clase. 
Consecuentemente, este elemento tampoco es relevante para el caso. 

Adaptabilidad 

35. En referencia a este elemento, el CDESC señaló: 

d. Adaptabilidad. La educación ha de tener la flexibilidad necesaria para adaptarse a las 
necesidades de sociedades y comunidades en transformación y responder a las necesidades 
de los alumnos en contextos culturales y sociales variados. 

36. Al igual que con el concepto de aceptabilidad, la adaptabilidad, en los términos 
establecidos por el CDESC, corresponde a un momento posterior al de la accesibilidad, 
que será analizado a continuación. La adaptabilidad implica la obligación de los Estados 
de educar a los niños, niñas y adolescentes atendiendo los contextos propios de cada 
estudiante con el fin de maximizar el aprendizaje de estos, sin que su entorno social 
afecte su desarrollo cognitivo. Consecuentemente, en la medida que los hechos del 
presente caso se ubican antes de la asistencia a las aulas de clase de la niña G.N.A.R., 
esta sentencia no analizará el concepto de adaptabilidad. 

Accesibilidad 

37. Sobre este elemento, el CDESC ha desarrollado lo siguiente: 

b. Accesibilidad. Las instituciones y los programas de enseñanza han de ser accesibles a 
todos, sin discriminación, en el ámbito del Estado Parte. La accesibilidad consta de tres 
dimensiones que coinciden parcialmente: 
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No discriminación. La educación debe ser accesible a todos, especialmente a los grupos 
no [sic] vulnerables de hecho y de derecho, sin discriminación por ninguno de los motivos 
prohibidos (véanse los párrafos 31 a 37 sobre la no discriminación); 
Accesibilidad material. La educación ha de ser asequible materialmente, ya sea por su 
localización geográfica de acceso razonable (por ejemplo, una escuela vecinal) o por 
medio de la tecnología moderna (mediante el acceso a programas de educación a 
distancia); 
Accesibilidad económica. La educación ha de estar al alcance de todos. Esta dimensión 
de la accesibilidad está condicionada por las diferencias de redacción del párrafo 2 del 
artículo 13 respecto de la enseñanza primaria, secundaria y superior: mientras que la 
enseñanza primaria ha de ser gratuita para todos, se pide a los Estados Partes que 
implanten gradualmente la enseñanza secundaria y superior gratuita. 

38. Este elemento resulta relevante para el examen del presente caso, ya que en este se 
habrían presentado obstáculos para el acceso a las instituciones y los programas de 
enseñanza de los niños, niñas y adolescentes en situación de movilidad humana, lo que 
podría presentar circunstancias discriminatorias para personas en circunstancias de 
doble vulnerabilidad. 

39. En referencia al criterio de accesibilidad, esta Corte ha analizado sus dimensiones 
formal y material de la siguiente manera: 

64) En primer lugar, la accesibilidad a la educación tiene una dimensión de carácter 
formal, que se encuentra relacionada con la erradicación de toda forma de discriminación 
dentro de la educación, lo que incluye los requisitos de acceso y permanencia a las 
actividades educativas. Adicionalmente, la accesibilidad tiene una dimensión de carácter 
material, que se refiere al acceso físico sin impedimentos que obstaculicen el ejercicio del 
derecho a la educación y la accesibilidad económica que obliga a adoptar medidas para 
que las desigualdades económicas no sean un impedimento para ejercer este derecho22. 

40. Debido a que el caso concreto se refiere a los requisitos de acceso solicitados para que 
la niña G.N.A.R pueda ser inscrita en el año lectivo 2019-2020, se analizará la 
dimensión formal del carácter de accesibilidad. 

41. Respecto de la discriminación, esta Corte se ha referido a la distinción entre una 
discriminación directa e indirecta. En relación con la discriminación indirecta, ha 
desarrollado lo siguiente: 

53) Por otro lado, la discriminación indirecta, "se observa en aquellos casos en los que, si 
bien a primera vista la práctica o norma aplicada al caso, y que genera consecuencias 
jurídicas distintas es neutral, su impacto en un grupo determinado podría generar una 
consecuencia igualmente discriminatoria. De esta forma, aunque en principio no habría 
una diferencia en el trato, la situación estructural en la que se encontrarían estos grupos, 
conllevaría a una situación de discriminación. En este sentido, la Corte IDH ha 
determinado que la discriminación indirecta se ve reflejada en aquellos casos en que "el 
impacto desproporcionado de normas, acciones, políticas o en otras medidas que, aun 

22  Corte Constitucional del Ecuador. Sentencia No. 1894-10-JP/20, de 4 de marzo de 2020. 
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cuando sean o parezcan ser neutrales en su formulación, o tengan un alcance general y no 
diferenciado, produzcan efectos negativos para ciertos grupos vulnerables". De ahí que, 
la discriminación está prohibida tanto en las leyes o normas que apruebe un Estado como 
en su aplicación. [Se omitieron pies de página]23. 

42. En conformidad con la cita en el párrafo precedente, si bien una actuación puede parecer 
neutral en algunos casos, su impacto y consecuencias en un grupo determinado hacen 
que dicha actuación tenga una naturaleza discriminatoria. 

43. En el caso concreto, el Distrito justificó su actuación argumentando que actuó con base 
en el ordenamiento jurídico ecuatoriano, incluidos los convenios sobre homologación 
de estudios: 

La Sra. Romero Pantoja Emily Jackeline en su derecho presenta certificados de promoción 
para realizar reconocimiento de estudios en el exterior sin embargo de acuerdo al Art. 52 
de la LOEI, Art. 154 y 166 del Reglamento a la LOEJ, así como también a los convenios 
Andrés Bello, Mercosur y Lineamientos para reconocimiento de estudios y homologación 
de títulos del sistema educativo extranjero con relación al sistema educativo revisar la 
documentación presentada en la que falta certificados de promoción de primero y segundo 
año y presenta documentos de tercero, cuarto, quinto y sexto año por lo que de acuerdo a 
la ley y lineamientos del Ministerio de Educación, la documentación se encuentra 
incompleta, por lo que no procede realizar el reconocimiento de estudios24. 

44. Así, lo argumentado por el Distrito cabe en el concepto desarrollado de discriminación 
indirecta, pues, en principio, el Distrito habría actuado en conformidad con la normativa 
correspondiente, sin embargo, al solicitar los certificados de los primeros años, aún 
cuando habían sido presentados los certificados de últimos años, implicó que la presunta 
aplicación de las normas señaladas tengan un impacto negativo en un grupo 
determinado, es decir, en los niños en situación de movilidad humana que pretenden ser 
inscritos en el sistema educativo. Por consiguiente, el Distrito vulneró el carácter de 
accesibilidad en su dimensión formal, convirtiendo al origen y estatus de movilidad 
humana de la niña G.N.A.R. en un impedimento para acceder a la educación. 

45. Cabe añadir que las normas alegadas por el Distrito, al contrario de lo manifestado por 
este, responden justamente a las necesidades propias de las personas que necesitan la 
homologación de sus estudios, así como la obligación del Estado de convalidar títulos y 
niveles de educación bajo criterios de flexibilidad y razonabilidad. Veamos cuáles eran 
esas normas: 

45.1 El artículo 52 de la Ley Orgánica de Educación Intercultural prescribe: 

Art. 52.- Del reconocimiento de estudios en el exterior.- Para el reconocimiento de 
niveles cursados en el exterior y de los títulos de bachiller o su equivalente obtenidos en 
el extranjero, se aplicarán el principio de reciprocidad y la homologación. Para tal 
efecto, se aplicarán criterios de flexibilidad y razonabilidad, anteponiendo además los 

23  Ibíd. 
24  Ver hojas 33 y 34 del expediente del caso No. 04281-2020-00447. 
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derechos de igualdad y equidad. el interés de la comunidad educativa. la 
interculturalidad y el Interés Superior del Niño. 

La Autoridad Educativa Nacional reformulará las políticas que sean necesarias para 
facilitar el ingreso, nivelación e integración de las y los estudiantes que opten por 
ingresar al Sistema Nacional de Educación escolarizado del país, en cada uno de sus 
niveles. En ningún caso, las autoridades del ramo dictarán resoluciones que limiten el 
derecho a la educación de persona alguna, sin importar cual firere su condición u origen. 

45.2 El artículo 166 del Reglamento de la Ley Orgánica de Educación Intercultural 
prevé: 

Art. 166.- Legalización y apostillamiento. Los ecuatorianos o extranjeros, cualquiera sea 
su condición de movilidad humana, que havan realizado estudios equivalentes 
a Educación General Básica y/o Bachillerato en el exterior que cuenten con 
documentación original de estudios legalizado o con apostilla pueden presentar dichos 
documentos para el reconocimiento legal en el Nivel Distrital. 

Las personas que hayan realizado estudios equivalentes a Educación General Básica y/o 
Bachillerato en países con los que el Ecuador mantiene convenios de reconocimiento de 
títulos no necesitarán legalizar ni apostillar su documentación de estudios. 

45.3 El artículo 4 del Tratado de la Organización del Convenio Andrés Bello dispone: 

Art. 4.- Los Estados Miembros reconocerán los estudios primarios o de enseñanza 
general básica y de educación media o secundaria, mediante tablas de equivalencia que 
permitan la continuidad de los mismos o la obtención de los certificados 
correspondientes a cursos, niveles, modalidades o grados aprobados en cualquiera de 
aquellos. 

46. Es decir, el Distrito, al contrario de lo afirmado por él, no aplicó en absoluto las normas 
del ordenamiento jurídico referentes al acceso a la educación de personas en situación 
de movilidad humana, anulando de esta forma el goce efectivo del derecho a la 
educación de la niña G.N.A.R. bajo criterios arbitrarios que finalmente dieron lugar a 
una evaluación discriminatoria de la niña. 

47. Por otra parte, de acuerdo con lo previsto en el artículo 52 de la Ley Orgánica de 
Educación Intercultural —párr. 45.1 supra—, el Estado debe garantizar la nivelación e 
integración de los estudiantes que deseen ingresar al sistema escolarizado. Por tanto, si 
la niña G.N.A.R falló en materias de realidad nacional ecuatoriana —párr. 27 supra—, el 
Distrito no debió impedir su acceso al año correspondiente, sino que, al conocer de la 
situación de movilidad humana de la niña G.N.A.R., tenía la obligación de prestar 
servicios de nivelación e integración para que la estudiante se iguale en las materias en 
donde presentaba falencias. 

48. Así, el Distrito actuó de forma arbitraria sin tomar en consideración criterios de 
flexibilidad y razonabilidad para evaluar la situación de la niña G.N.A.R. Conforme 
establecen las normas citadas, el Estado ecuatoriano tiene la obligación de adaptar las 
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políticas que, en lugar de obstruir, faciliten el acceso a los niños, niñas y a s olescentes 
al sistema educativo. 

49. Adicionalmente, el Estado debe observar el principio de equidad con miras a adoptar 
medidas aptas para el acceso de aquellos sectores marginados o cuyo contexto social les 
impide tener un proceso común de inscripción. Es decir, "debe corregir diferencias que 
no solo son innecesarias y evitables, sino al mismo tiempo injustas e indebidas. Puede 
tratarse de diferencias [...J en la calidad de vida que a su vez implican variables 
socioeconómicas o de desarrollo más amplias, o pueden ser diferencias de servicios o 
de acceso "25. 

50. El CDESC ha establecido obligaciones para los Estados, entre las que se encuentran: 

47. La obligación de respetar exige que los Estados Partes eviten las medidas que 
obstaculicen o impidan el disfrute del derecho a la educación. La obligación de proteger 
impone a los Estados Partes adoptar medidas que eviten que el derecho a la educación sea 
obstaculizado por terceros. La de dar cumplimiento (facilitar) exige que los Estados 
adopten medidas positivas que permitan a individuos y comunidades disfrutar del derecho 
a la educación y les presten asistencia. Por último, los Estados Partes tienen la obligación 
de dar cumplimiento (facilitar el) al derecho a la educación. Como norma general, los 
Estados Partes están obligados a dar cumplimiento a (facilitar) un derecho concreto del 
Pacto cada vez que un individuo o grupo no puede, por razones ajenas a su voluntad, poner 
en práctica el derecho por sí mismo con los recursos a su disposición. No obstante, el 
alcance de esta obligación está supeditado siempre al texto del Pacto26. 

51. Consecuentemente, el Estado debe evitar trabas innecesarias que impidan el goce del 
derecho a la educación y evaluar los requisitos desde un punto de vista contextual, 
razonable y objetivo, que rechace la exigencia de requisitos que den paso a decisiones 
arbitrarias27. Esto, con el fin de identificar aquellos requisitos que han sido omitidos por 
las circunstancias propias de los grupos vulnerables y, asimismo, identificar aquellos 
requisitos que pueden ser subsanados a corto o mediano plazo por el Estado. 

52. Así, las falencias de la niña G.N.A.R. podían ser subsanadas por el Estado a través de 
cursos de nivelación de conocimientos en realidad nacional. 

53. En suma, de acuerdo con el Ministerio de Educación, a la niña G.N.A.R. se le dio dos 
alternativas: i) la presentación de certificados de los años inmediatos anteriores; o, ii) 
una prueba de ubicación, ambas alternativas en una supuesta aplicación de las normas 

25  Naciones Unidas, Estado de preparación de las publicaciones, los estudios y los documentos destinados 
a la Conferencia Mundial. Contribución de la Organización Mundial de la Salud. Asamblea General, 
Comité Preparatorio de la Conferencia Mundial sobre Derechos Humanos. A/CONF.157/PC/61/Add.8. 
Ginebra, 1993, pág. 7. 
26  Comité de Derechos Sociales, Económicos y Culturales. Observación General No. 13, 1999. 
27  Ver Tribunal Constitucional del España. STC 77/1985, de 27 junio, recurso LODE, FJ 50: "más bien 
podría decirse que tal derecho se ve reforzado por las disposiciones impugnadas, al establecer criterios 
objetivos que impiden, caso de insuficiencia de plazas, una selección arbitraria por parte de los Centros 
públicos y concertados". 
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del ordenamiento jurídico. Sin embargo, de forma alguna se puede considerar que la 
solicitud de certificados de dificil acceso para una familia migrante o una evaluación de 
conocimientos de realidad nacional del país de destino pueden ser opciones para el 
acceso a la educación de una niña, niño o adolescente en situación de movilidad humana. 
En consecuencia, ninguna de las alternativas que fueron propuestas por el Distrito eran 
razonables para una niña en situación de movilidad humana, por lo que devinieron 
discriminatorias y vulneratorias de su derecho a la educación en la dimensión de la 
accesibilidad. 

F.b. Impacto del acceso tardío de la niña G.N.A.R. en el desarrollo integral y 
autónomo de los niños, niñas y adolescentes. 

54. Ahora bien, la exigencia de requisitos irracionales —certificados de primer y segundo 
año cuando existían los de los últimos años— no solo tuvo un impacto negativo en la 
accesibilidad al derecho a la educación por parte de la niña G.N.A.R, sino también en el 
ejercicio de otros derechos conexos de la misma niña, como los derechos al libre 
desarrollo de la personalidad y a la vida digna28. 

55. El año lectivo 2019-2020 en el régimen sierra, es decir, aquel al que la niña G.N.A.R. 
buscaba ingresar, empezó el 2 de septiembre de 201929. A pesar de que la madre de la 
niña G.N.A.R. empezó el proceso de inscripción previamente al inicio del año lectivo, 
se le permitió la asistencia a clases solo a partir del 4 de marzo de 2020 —párr. 15 supra—
. Consecuentemente, ingresó al sistema educativo 6 meses después de iniciado el año 
lectivo, perdiendo la totalidad del primer quimestre. 

56. De acuerdo con el CDESC, el derecho a la educación tiene dos dimensiones: i) es un 
derecho humano intrínseco; y, ii) es un medio indispensable para la realización de otros 
derechos humanos. 

57. Por lo que respecta a esta segunda dimensión, el CDESC ha señalado que: "[domo 
derecho del ámbito de la autonomía de la persona, la educación es el principal medio 
que permite a adultos y menores marginados económica y socialmente salir de la 
pobreza y participar plenamente en sus comunidades "30. De ahí que un Estado no 
pueda aplicar obstáculos irracionales que impidan el goce pleno del derecho a la 
educación, pues de hacerlo no solo inobservaría su deber de tutelar tal derecho, sino 
incumpliría su deber de garantizar el desarrollo de la autonomía de las personas, así 
como la construcción de sus proyectos de vida. 

58. En este sentido, la obligación del Estado de garantizar el derecho a la educación no solo 
tiene un efecto en el desarrollo intelectual y cognitivo de los estudiantes, sino que tiene 
un impacto directo en el desarrollo personal y en la calidad de vida de las personas. Por 

28  Ver Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 133-15-SEP-CC del caso No. 273-12-EP. 
29  Ver Ministerio de Educación. Cronograma escolar régimen sierra. Año lectivo 2019-2020. 
https://educacion.gob.ec/wp-content/uploads/downloads/2019/08/Cronograma-Sierra-Amazonia-2019-
2020.pdf  
3°  Comité de Derechos Sociales, Económicos y Culturales. Observación General No. 13, 1999, párr. 1. 

14 

Quito: José Tamayo E10-25 y Lizardo García. Tel. 1593-2) 394-18. 

Guayaquil: Calle Pichincha y Av. 9 de Octubre. Edif. Banco Pichincha 6to pis 



       

CORTE 
CONSTITUCIONAL 
DEL ECUADOR 

Sentencia No. 1 
Juez ponente: Alí 

       

esta razón, el garantizar el acceso a la educación va más allá del acceso cuantativo de 
niños, niñas y adolescentes al sistema educativo, pues la masificación de la educación 
no puede tener como consecuencia el sacrificio cualitativo del servicio educativo, ni de 
los procesos administrativos de admisión. 

59. La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el impedir el acceso 
a ciertos derechos fundamentales —incluido el derecho a la educación— sitúa a las 
personas pertenecientes a grupos vulnerables en una situación discapacitante, pues se 
les impide ejercer sus derechos de forma efectiva: 

237. Como parte de la evolución del concepto de discapacidad, el modelo social de 
discapacidad entiende la discapacidad como el resultado de la interacción entre las 
características funcionales de una persona y las barreras en su entorno. Esta Corte ha 
establecido que la discapacidad no se define exclusivamente por la presencia de una 
deficiencia física, mental, intelectual o sensorial, sino que se interrelaciona con las 
barreras o limitaciones que socialmente existen para que las personas puedan ejercer sus 
derechos de manera efectiva. (Se suprimieron las notas al pie originales)31.  

60. En este sentido, el Distrito puso barreras y limitaciones arbitrarias a la niña G.N.A.R., 
pues los meses en los que se le impidió acudir a las aulas tuvieron un impacto negativo 
en el ejercicio de su derecho a la educación, así como su desarrollo intelectual y 
personal. Respecto de la implicación en el desarrollo intelectual para los niños y niñas 
que tiene la asistencia a la escuela, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
estableció que: 

185. [...] la Corte considera que la vulnerabilidad a que fueron expuestas las niñas, como 
consecuencia de la carencia de nacionalidad y personalidad jurídica, para la niña Violeta 
Bosico también se reflejó en que se le impidió estudiar durante el período escolar 1998-
1999 en la tanda diurna de la Escuela de Palavé. Precisamente por no contar con el acta 
de nacimiento, se vio forzada a estudiar durante ese período en la escuela nocturna, para 
mayores de 18 años. Este hecho a la vez agravó su situación de vulnerabilidad, ya que ella 
no recibió la protección especial a que era acreedora como niña, de estudiar en el horario 
que le sería adecuado, en compañía de niños de su edad, y no con personas adultas (supra 
párrs. 109.34, 109.35 y 109.36). Cabe resaltar que de acuerdo al deber de protección 
especial de los niños consagrado en el artículo 19 de la Convención Americana, 
interpretado a la luz de la Convención para los Derechos del Niño y del Protocolo 
Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, en relación con el deber de desarrollo progresivo 
contenido en el artículo 26 de la Convención, el Estado debe proveer educación primaria 
gratuita a todos los menores, en un ambiente y condiciones propicias para su pleno 
desarrollo intelectual32. 

31  Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Gonzáles Lluy y otros vs. Ecuador, 1 de septiembre 
de 2015. 
32  Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso de las Niñas Vean y Bosico vs. República 
Dominicana, 8 de Septiembre de 2005. 
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